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El MICI recomendó
retirar el financiamiento

a los proyectos
hidroeléctricos en

Ixquisis, tras concluir

21 de mayo: 25,646
personas del municipio
de San Mateo Ixtatán,

participaron en la
Consulta Municipal, y

rechazaron los proyectos
mineros, a la vez que

exigieron la defensa de
los bienes naturales de

su territorio.

13 de julio: Andrés Alonzo
Pascual Alonzo Alonzo,

entonces Alcalde
Municipal de San Mateo
Ixtatán, otorgó la licencia
para la construcción de

las centrales
hidroeléctricas San
Andrés y Pojom II.

 

La población presentó
tres recursos de amparo
denunciando que el MEM

violó su derecho a ser
consultados previo a la

autorización de los
proyectos

hidroeléctricos. 
En junio, Front Line

Defender, Irlanda, otorgó
a la Resistencia Pacifica

de Ixquisis el premio
como defensores de los

derechos humanos. 

El 21 de octubre de 2021,
las familias Mata Castillo y
Mata Montero demandaron

al Estado de Guatemala
ante el CIADI, exigiendo

más de US$ 100 millones
por falta de seguridad en
sus proyectos. Además, el
12 de octubre de 2021, el

BID y Energía y Renovación
firmaron un acuerdo de
liquidación de dichos

proyectos.

19 de enero: la PNC
capturó a Jesús y
Casimiro Mateo en

Pojom. En marzo, fueron
arrestados Rigoberto

Juárez y Domingo
Baltazar. Las familias
Mata Castillo y Mata
Montero invirtieron

Q843,275.00 para el
funcionamiento de una

subestación de la PNC y
la instalación de un

destacamento militar.

El 6 de agosto de 2018, las
comunidades indígenas de

Ixquisis, a través de
diversas organizaciones,

presentaron un reclamo al
Mecanismo Independiente
de Consulta e Investigación

(MICI), denunciando los
impactos ambientales,

sociales, de seguridad y de
género, de los proyectos

hidroeléctricos financiados
por el BID Invest.
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Contra Denuncia

Nilefonso Villatoro,
promotor de

hidroeléctricas, jugó un
papel fundamental al

recibir Q85,000.00 por
el arrendamiento de los

terrenos donde se
instaló la subestación

de PNC No. 4-7-3.

El MICI aceptó la
denuncia el 31 de
enero de 2019 y la

investigación se llevó a
cabo de agosto de

2019 a abril de 2021.

Las comunidades en
resistencia realizaron

acciones de movilización
popular e incidencia, lo que
dio relevancia y visibilidad a

los problemas de la región. El
17 de enero fue asesinado

Sebastián Alonzo Juan de 72
años, de la comunidad

Yulchen Frontera

 que el BID/Invest violó
políticas y derechos de

las comunidades.

Incumplimiento
del BID-Invest

Las comunidades
denuncian el

incumplimiento de la
empresa para el retiro

responsable y condenan
el desvío y represamiento

de los Ríos Negro,
Varsovia, Palmira y

Primavera, y el abandono
de la infraestructura de
los proyectos que causa

contaminación en los
recursos naturales en los

territorios.

 El BID invest respondió
que se había contratado
a la empresa CHARLIEG

Ingeniería y Remediación,
pero no se observan

soluciones en la región. 

En abril y septiembre
fueron presentados

varios casos de
 criminalización y

persecución penal en
contra de varios
integrantes de la

Resistencia Pacífica
de Ixquisis. 

El BID sigue
incumpliendo con la
implementación de

los acuerdos
asumidos con las

comunidades.

“Esta publicación ha sido realizada con el apoyo financiero de la Generalitat
Valenciana. El contenido es responsabilidad exclusiva de El Observador y no refleja
necesariamente la opinión de la Generalitat Valenciana.” 


